El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Jairo Herrera    
Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Temas: 

PENSIÓN DE INVALIDEZ / PAGO DE SALARIO Y PENSIÓN DE INVALIDEZ DE MANERA SIMULTANEA  / COMPATIBILIDAD / LEY 361 DE 1997 / CONFIRMA / CONCEDE /
Sostiene la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 15 de mayo de 2006 radicación 26.049 y en la SL 619 de 28 de agosto de 2013 radicación 40.887 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, que de conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la Ley 100 de 1993 la pensión de invalidez de origen común debe empezarse a pagar a partir de la fecha de estructuración, sin que sea posible exigir la desafiliación del sistema. De la misma manera indicó que si bien los aportes al Sistema General de Pensiones no implican necesariamente la existencia de un vínculo laboral, no es menos cierto que nada impide que una persona inválida reciba la pensión del correspondiente fondo y a la vez el salario por parte de su empleador.
(…)

Adicionalmente a lo expuesto por el máximo órgano de la jurisdicción laboral, es del caso señalar que si ello no fuere así, el legislador no hubiere determinado en el artículo 33 de la Ley 361 de 1997, por medio de la cual se establecieron mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad, la compatibilidad de la pensión de invalidez y del salario, cuando prescribió “El ingreso al servicio público o privado de una persona en situación de discapacidad que se encuentre pensionada, no implicará la pérdida ni suspensión de su mesada pensional, siempre que no implique doble asignación del tesoro público.”, norma ésta que fue objeto de estudio por parte de la Corte Constitucional, quien en sentencia C-072 de 4 de febrero de 2003 la declaró exequible al concluir que esas asignaciones no tienen la misma naturaleza

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral N° 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PORVENIR S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 15 de noviembre de 2017, dentro del proceso que le promueve el señor JAIRO HERRERA y al cual fue vinculada como llamada en garantía la sociedad MAPFRE SEGUROS DE VIDA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00731-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Jairo Herrera que la justicia laboral condene a la AFP Porvenir S.A. a que pague el retroactivo pensional causado entre el 31 de agosto de 2010 y el 31 de agosto de 2012, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Narra que: El 28 de abril de 2015 el grupo interdisciplinario de calificación de pérdida de la capacidad laboral de Seguros de Vida Alfa S.A. determinó que tenía una PCL del 62.30% de origen común, estructurada el 31 de agosto de 2010; el 25 de noviembre de 2015 solicita a la AFP Porvenir S.A. el reconocimiento de la pensión de invalidez, la cual le fue reconocida a partir del 31 de agosto de 2010, no obstante, a la hora de cancelar el retroactivo pensional, la AFP no consignó la totalidad del retroactivo pensional causado entre el 31 de agosto de 2010 y el 30 de septiembre de 2015, explicándosele mediante correo electrónico que las mesadas causadas entre el 31 de agosto de 2010 y el 31 de agosto de 2012 se encontraban prescritas.

Al dar respuesta a la demanda –fls.34 a 55- la AFP Porvenir S.A. aceptó los hechos relatados anteriormente. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Innominada o genérica”, “Falta de causa para pedir”, “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Buena fe”, “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación y/o cobro de lo no adeudado”, “Exoneración de condena en costas”, “Falta de legitimación en la causa y/o ausencia de personería sustantiva por pasiva de Porvenir S.A.” e “Inexistencia de la fuente de la obligación”.

En escrito adjunto –fls.56 a 64-, solicitó que fuera llamada en garantía la aseguradora Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. al haberse suscrito póliza previsional de invalidez y/o sobrevivencia Nº 9201410004634 con vigencia entre el 1º de enero de 2010 y el 1º de enero de 2014.
Al contestar el llamamiento en garantía, Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. admitió la suscripción de la póliza referenciada anteriormente y agregó que esa entidad ya hizo el pago de la suma adicional que correspondía para reconocer la pensión de invalidez del demandante. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Cobro de lo no debido por pago”, “Límite del riesgo”, “Prescripción” y “Genérica”.

Frente a la demanda, reiteró en escrito visible a folios 157 a 160 del expediente, que esa entidad ya hizo el pago de la suma adicional correspondiente para que se reconociera la pensión de invalidez. Se opuso a las pretensiones y planteó nuevamente las excepciones de fondo relacionadas líneas atrás.

En sentencia de 15 de noviembre de 2017, la funcionaria de primera instancia determinó que el señor Jairo Herrera, a quien Porvenir S.A. le reconoció la pensión de invalidez a partir del 31 de agosto de 2010, tiene derecho a que se le reconozca el retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 8 de mayo de 2012, en consideración a que esas mesadas no se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción, al haber corrido el término a partir del 29 de abril de 2015 cuando se le notificó al accionante el dictamen de pérdida de la capacidad laboral, en el que se definió que era invalido en los términos establecidos en el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, adicionalmente porque durante esa época no le fueron canceladas incapacidades.
Bajo tales circunstancias condenó a la AFP demandada a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 31 de agosto de 2010 y el 8 de mayo de 2012, la suma de $13.685.116.

Igualmente la condenó a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 8 de septiembre de 2015 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

Finalmente exoneró a la sociedad Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. de las pretensiones del llamamiento en garantía al haber quedado demostrado que efectuó el pago de la suma adicional necesaria para que se reconociera la pensión de invalidez.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la AFP Porvenir S.A. interpuso recurso de apelación argumentando que si bien en el proceso quedó demostrado que el señor Jairo Herrera no le fueron pagadas incapacidades entre el 31 de agosto de 2010 y el 8 de mayo de 2012, lo cierto es que lo que queda acreditado es que él estuvo apto para desarrollar sus actividades como trabajador, lo que llevó a que devengara normalmente su salario, tal y como se evidencia con el certificado de aportes, situación ésta que hace incompatible el pago del retroactivo pensional solicitado.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:
¿Es incompatible la percepción del salario con el disfrute de la pensión de invalidez?

COMPATIBILIDAD A PERCIBIR EL SALARIO Y LA PENSION DE INVALIDEZ DE ORIGEN COMUN

Sostiene la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 15 de mayo de 2006 radicación 26.049 y en la SL 619 de 28 de agosto de 2013 radicación 40.887 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, que de conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la Ley 100 de 1993 la pensión de invalidez de origen común debe empezarse a pagar a partir de la fecha de estructuración, sin que sea posible exigir la desafiliación del sistema. De la misma manera indicó que si bien los aportes al Sistema General de Pensiones no implican necesariamente la existencia de un vínculo laboral, no es menos cierto que nada impide que una persona inválida reciba la pensión del correspondiente fondo y a la vez el salario por parte de su empleador; situaciones éstas que explicó en los siguientes términos:
“Luego, se reitera que por disposición legal expresa, la pensión de invalidez se paga desde la fecha de la estructuración del estado que la ocasione, sin que se exija la desafiliación del sistema; pero, además, de acuerdo con el artículo 17 de la Ley 100 de 1993, “la obligación de cotizar cesa al momento en que el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado se pensione por invalidez o anticipadamente”, es decir que antes de percibir la prestación por invalidez, el afiliado no tiene que dejar de cotizar, y por ello, se reitera que la demandante no perdía su derecho, por haber continuado cotizando al sistema de pensiones y salud.   

“Incluso, los aportes al sistema no implican necesariamente la existencia de la vinculación laboral, ni de la prestación de los servicios personales; y en todo caso, nada impide que una persona inválida reciba pensión del ISS, al tiempo que salarios de la empleadora. 

“Y si se tiene en cuenta que de conformidad con el artículo 10 de la Ley 100 de 1993, "El sistema general de pensiones tiene por objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte", basta que se estructure ese estado, para que la entidad de seguridad social asuma el riesgo, mediante el pago de la correspondiente prestación, en acatamiento del mencionado artículo 40 de la misma normatividad, sin que pueda exonerarse por el hecho de haber recibido unas cotizaciones que no impedían la consecución de la pensión.
“Ahora, la declaración de invalidez se produce por los organismos que tienen a su cargo tal calificación, las Juntas Calificadoras; por ello, aquel estado no puede estimarse disminuido, inexistente o extinguido por el hecho de continuar la persona incapacitada afiliada al sistema de pensiones y pagando los aportes, porque son hechos que no descalifican, ni hacen cesar la invalidez, que es la condición para el reconocimiento pensional.  

“De otro lado, conforme con el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, en el régimen de la pensión por riesgo común, se considera inválida la persona que ha perdido su capacidad para laborar mínimo en un 50%, sin embargo, no por ello puede asegurarse que siempre se impida ejercer un trabajo en determinadas condiciones y etapas de su vida, según la causa de la invalidez y el oficio o profesión del afectado.”.  

EL CASO CONCRETO

En la sustentación del recurso de apelación, el apoderado judicial de la AFP Porvenir S.A disiente de la decisión tomada por la a quo consistente en reconocer el retroactivo pensional causado desde la fecha de estructuración de la invalidez del señor Jairo Herrera, esto es, desde el 31 de agosto de 2010 como se aprecia en el dictamen emitido por Seguros de Vida Alfa S.A. –fls.8 a 10-, al considerar que de acuerdo con la relación de aportes emitida por esa entidad –fls.80 a 104- es evidente que durante todo ese tiempo el actor estuvo vinculado laboralmente percibiendo salario, el cual resulta incompatible con la pensión de invalidez.

No obstante, tal y como lo sostiene la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, los aportes a la seguridad social no implican necesariamente la existencia de una relación laboral, pero que en todo caso, el hecho de percibir salarios no es un obstáculo para que el afiliado inválido empiece a disfrutar concomitantemente la pensión de invalidez.

Adicionalmente a lo expuesto por el máximo órgano de la jurisdicción laboral, es del caso señalar que si ello no fuere así, el legislador no hubiere determinado en el artículo 33 de la Ley 361 de 1997, por medio de la cual se establecieron mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad, la compatibilidad de la pensión de invalidez y del salario, cuando prescribió “El ingreso al servicio público o privado de una persona en situación de discapacidad que se encuentre pensionada, no implicará la pérdida ni suspensión de su mesada pensional, siempre que no implique doble asignación del tesoro público.”, norma ésta que fue objeto de estudio por parte de la Corte Constitucional, quien en sentencia C-072 de 4 de febrero de 2003 la declaró exequible al concluir que esas asignaciones no tienen la misma naturaleza, lo cual explicó en los siguientes términos:

“Lo primero que hay que advertir es que la disposición acusada es, en la práctica, innecesaria. Es decir, bien podría el legislador no haber hecho explícito en el artículo 33 de la Ley 361 de 1997 el derecho de continuar percibiendo la pensión el limitado que ingrese a la actividad laboral, y éste continuaría percibiéndola, como ocurre, en general con las demás personas, pues, de acuerdo con la Constitución y las disposiciones legales referidas al derecho al trabajo y a la seguridad social, no habría ninguna razón para que la persona limitada que reciba una pensión e ingrese a laborar, se le suspenda el pago de la misma,  salvo cuando exista doble asignación del tesoro público, por una sencilla razón : la distinta naturaleza de los recursos de las mesadas pensionales y del salario. 

4.2.1 En efecto, por salario, se entiende la remuneración periódica y habitual que el trabajador recibe a cambio de la prestación del servicio. Es decir, es la consecuencia directa del derecho del trabajo, a que se refiere como derecho fundamental el artículo 25 de la Constitución. Y en el artículo 53 de la Carta se consagra dentro de los “principios mínimos fundamentales” del trabajo la “remuneración mínima  vital y móvil. Proporcional a la cantidad y calidad de trabajo”. La Constitución protege tanto el derecho al trabajo como la consecuencia directa del mismo, que es el salario. 

4.2.2 En cambio, la naturaleza de la pensión no es como parecería entenderla el actor, en el sentido de una dádiva que graciosamente le otorga el Estado a una persona y que, en tal virtud, puede serle suspendida cuando aparentemente ya no se está en situación de debilidad. No, el derecho a la pensión surge del hecho de que la persona reunió una serie de requisitos e hizo aportes periódicos durante su vida laboral, con el fin de garantizar el amparo para él y su familia, contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte. No es, entonces, ningún regalo del Estado, sino la retribución de lo que la persona cotizó al Sistema de Seguridad Social, bien fuere a través del régimen solidario de prima media con prestación definida o a través del régimen de ahorro individual, como lo prevé la Ley 100 de 1993.

4.3 Entonces, no existe ninguna razón constitucionalmente válida para afirmar que por posibles razones constitucionales resulta incompatible que una persona  limitada no pueda percibir la pensión a la que legalmente tiene derecho y, a su vez, el salario producto de su incorporación a la vida laboral.”.
Por los motivos expuestos, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 15 de noviembre de 2017, siendo del caso anotar que no hay lugar a revisar la liquidación efectuada por la a quo en consideración a que ese preciso punto no fue objeto de controversia dentro del recurso de apelación interpuesto por la AFP Porvenir S.A.
Costas en esta sede a cargo de la entidad recurrente en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la AFP Porvenir S.A. en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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